Wolters Kluwer Revistas 


1427 


Las sucesiones internacionales de bienes culturales y la aplicación de beneficios fiscales en el 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones 
ANDRÉS GARCÍA MARTÍ NEZ 
Profesor Titular de Derecho Financiero y Tributario. Universidad Autónoma de Madrid 
LA LEY mercantil, N2 16, Sección Derecho Mercantil Internacional, Julio-Agosto 2015, Editorial LA LEY 


El trabajo analiza, a la luz de una reciente jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, la aplicación de los 
beneficios fiscales previstos en el impuesto que grava las sucesiones y las donaciones para la adquisición de los llamados 
bienes culturales, esto es, los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español y del Patrimonio Cultural de las 
Comunidades Autónomas. A tal efecto, se parte de la configuración actual del Impuesto como un tributo cedido a las 
Comunidades Autónomas y del análisis de los problemas que de ello han derivado desde el punto de vista de la igualdad 
tributaria, tanto en el ámbito interno como en el ámbito internacional comunitario; se continúa con el estudio de los beneficios 
fiscales conectados con la protección y conservación de los bienes culturales, para concluir con el análisis de las reciente 
jurisprudencia del Tribunal Europeo sobre la aplicación de tales beneficios en los casos de sucesiones internacionales, con la 
aplicación de la llamada «excepción cultural» y la posibilidad de aplicación extraterritorial de la normativa fiscal. 

The paper analyzes, in the light of a recent judgment of the Court of Justice of the European Union, the application of tax 
benefits under the tax on inheritance and donations for the purchase of so-called cultural goods, that is, real members of the 
Spanish Historical Heritage and Cultural Heritage of the Autonomous Communities. For this purpose, it is part of the current 
configuration of the tax as a loan to the Autonomous Communities and the analysis of the problems that it has derived from 
the point of view of tax equity, both internally and in the field tribute international community; it continues with the study of tax 
benefits connected with the protection and conservation of cultural property to conclude the analysis of the recent 
jurisprudence of the European Court on the implementation of such benefits in cases of international successions, with the 
implementation of the call «cultural exception» and the possibility of extra-territorial application of tax regulations. 


Sucesiones internacionales - no discriminación fiscal - libre circulación de capitales - bienes culturales - 
beneficios fiscales - impuesto sobre sucesiones y donaciones - Unión Europea 


International successions - no tax discrimination - free movement of capital - cultural goods - tax 
benefits - inheritance tax - European Union 


Il. INTRODUCCIÓN 


Las sucesiones internacionales o transfronterizas están adquiriendo cada vez más una importancia creciente en el 
ámbito de la Unión Europea (1) . Con ello se multiplican los problemas relativos a este tipo de sucesiones y, 
especialmente, las cuestiones de índole fiscal. Una sucesión o una donación adquieren el carácter de internacional 
cuando uno o varios de sus elementos constitutivos pueden ser vinculados objetivamente con el ordenamiento 
jurídico de diferentes Estados (2) . La internacionalidad de una sucesión o de una donación deriva de la dispersión 
del patrimonio que es objeto de transmisión en el territorio de varios Estados. Ello puede deberse a la conexión real 
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de los bienes con el territorio de distintos Estados, atendiendo al lugar originario de ubicación de tales bienes, o a 
la conexión personal de los distintos sujetos que intervienen en la sucesión o donación con el territorio de distintos 
Estados, así, por ejemplo, cuando el causante y los causahabientes de una sucesión residen en distintos Estados o 
cuando el donante y los donatarios en las transmisiones gratuitas inter vivos también son residentes en Estados 
diferentes (3) . 


En este trabajo nos proponemos analizar la cuestión de la aplicación de los beneficios fiscales establecidos en 
nuestro Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones relativos a los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español 
o del Patrimonio Cultural de las diferentes Comunidades Autónomas a raíz de una adquisición mortis causa 
(herencia o sucesión) o de una adquisición gratuita inter vivos (donación), especialmente cuando se trata de una 
sucesión o donación internacional. 


Ello reviste un especial interés a la luz de una serie de pronunciamientos recientes del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, de los que daremos cuenta a lo largo del trabajo, en los que se ha sometido a examen al ISD en 
cuanto al trato fiscal diferenciado que otorga a los residentes y no residentes y, con ello, a la posible vulneración 
de las libertades comunitarias de libre circulación de capitales y de libertad de establecimiento. Especialmente, nos 
vamos a centrar en el análisis de una reciente jurisprudencia del TJUE que va a afirmar la «excepción cultural» 
también en el ámbito de la fiscalidad de las sucesiones y donaciones, si bien, con importantes matices que 
conducirán a la posibilidad de aplicación extraterritorial de los beneficios fiscales a bienes situados en otro Estado 
miembro pero que reúnen las características propias para ser calificados como bienes culturales propios del Estado 
de residencia del contribuyente. 


Para contextualizar el tema de estudio y avanzar adecuadamente en su análisis, nos ha parecido conveniente 
comenzar el mismo haciendo referencia al carácter de impuesto cedido a las Comunidades Autónomas de régimen 
común que tiene nuestro 1SD, para continuar con el análisis de los problemas que desde el punto de vista de la 
igualdad tributaria ha planteado recientemente el ISD tanto en el ámbito interno como en el ámbito internacional, 
haciendo referencia a los recientes pronunciamientos sobre la cuestión tanto del Tribunal Constitucional como del 
TJUE. Vistos estos problemas, nos centraremos ya en el estudio concreto de los beneficios fiscales previstos en el 
ISD en relación con los bienes culturales y concluiremos nuestro trabajo analizando la problemática de la aplicación 
de esos beneficios fiscales en el caso de las sucesiones internacionales a la luz de la reciente jurisprudencia del 
TJUE. 


11. LA CONFIGURACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES COMO TRIBUTO 
CEDIDO A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 


1. El carácter de impuesto cedido a las Comunidades Autónomas del ISD 


El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD), a tenor de lo dispuesto en el art. 3.1) de su Ley reguladora 
(4) , contempla tres modalidades de hechos imponibles: a) la adquisición de bienes y derechos por herencia, legado 
o cualquier otro título sucesorio, esto es, las adquisiciones que se producen mortis causa; b) la adquisición de 
bienes y derechos por donación o cualquier otro negocio jurídico a título gratuito e inter vivos; c) la percepción de 
cantidades por los beneficiarios de contratos de seguros sobre la vida, cuando el contratante sea persona distinta 
del beneficiario, salvo los supuestos expresamente contemplados actualmente en el art. 17.2.a) de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (5) . Su objeto de gravamen, por tanto, lo constituyen los 
incrementos patrimoniales obtenidos a título lucrativo por las personas físicas. 


Una de las circunstancias a las que queremos prestar atención desde la óptica de este trabajo es la del carácter 
de impuesto cedido a las Comunidades Autónomas de régimen común que tiene el ISD. En virtud de la LOFCA (LA 
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LEY 1790/1980), de los respectivos Estatutos de Autonomía, de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre (LA LEY 
22770/2009), por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía y de las correspondientes leyes específicas de cesión de tributos a cada una 
de las Comunidades Autónomas, se ha producido la cesión total del impuesto a las Comunidades Autónomas. Lo 
cual implica que el ISD es un impuesto de titularidad estatal respecto al cual se ha cedido a las Comunidades 
Autónomas la totalidad del rendimiento producido por las distintas modalidades de hechos imponibles gravados por 
el Impuesto en los términos previstos en la ley que determina las condiciones y el alcance de la cesión de tributos 
del Estado a las Comunidades Autónomas (6) . 


A tenor de lo establecido en el art. 11.d) de la LOFCA (LA LEY 1790/1980) y en el art. 25.1.c) de la Ley 22/2009 
(LA LEY 22770/2009), la cesión del ISD comprende las siguientes competencias: las competencias normativas 
contempladas en el art. 48 de la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009); el producto del impuesto producido en el 
territorio de la respectiva Comunidad Autónoma (art. 32.1 de la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009)), así como la 
delegación intersubjetiva de la competencia administrativa o de gestión del impuesto en los términos previstos en 
el art. 54.1.b) de la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009). 


2. Los puntos de conexión para la cesión del ISD a las Comunidades Autónomas y la reserva 
estatal de la tributación de los no residentes en España 


A fin de territorializar adecuadamente las competencias que conforman la cesión del tributo entre las distintas 
Comunidades Autónomas, la LOFCA (LA LEY 1790/1980) y, sobre todo, la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009) 
establecen una serie de puntos de conexión. En el caso del ISD, dichos puntos de conexión se regulan en el art. 32 
de la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009), el cual comienza señalando que «se cede a la Comunidad Autónoma el 
rendimiento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones producido en su territorio», especificando a 
continuación que «se considera producido en el territorio de una Comunidad Autónoma el rendimiento del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones de los sujetos pasivos residentes en España, según los siguientes puntos 
de conexión». De donde deriva una consecuencia muy importante a la que hemos de hacer referencia antes de 
ver, siquiera sea sucintamente, cuáles son los concretos puntos de conexión previstos para el 1SD. El precepto 
hace referencia a los sujetos pasivos que sean residentes en España, lo que implica circunscribir la cesión del 
impuesto a la tributación de los residentes fiscales en España, ya que cuando el sujeto pasivo sea un no residente, 
el rendimiento no se considerará producido en el territorio de alguna de las CC.AA. Ello no significa que los no 
residentes no vayan a ser sujetos pasivos del ISD, sino que el rendimiento corresponderá, en este caso, al Estado 
en lugar de a las CC.AA. En definitiva, la propia LISD (LA LEY 2421/1987) establece una distinción entre la sujeción 
al Impuesto por obligación personal, cuando el sujeto sea residente en España (art. 6 LISD (LA LEY 2421/1987)), y 
por obligación real, cuando el sujeto sea no residente en España (art. 7 LISD (LA LEY 2421/1987)), siendo la 
primera la que se cede a las Comunidades Autónomas y no la segunda (7) . 


Volviendo a los puntos de conexión establecidos en el art. 32.2 de la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009) que van a 
determinar en qué Comunidad Autónoma se entiende producido el rendimiento del 1SD, la regla general es que se 
determinará siguiendo el criterio de la residencia habitual (8) , pero éste variará en función del tipo de transmisión: 


a) En las adquisiciones mortis causa de toda clase de bienes y la percepción por los beneficiarios de 
seguros de vida, el punto de conexión es la residencia habitual del causante de la sucesión en el 
momento del devengo. 


b) En las donaciones de bienes inmuebles, el punto de conexión vendrá determinado por el lugar 
donde se ubiquen los bienes donados. 
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c) Para las donaciones de otros bienes y derechos que no sean inmuebles, el punto de conexión será 
la residencia habitual del donatario. 


d) Cuando se trate de la donación de varios bienes o derechos, en un mismo documento, cuyos 
puntos de conexión se encuentren en varias CC.AA, corresponderá a cada una de ellas el que resulte 
de aplicar, al valor de los donados cuyo rendimiento se le atribuye, el tipo medio que, según sus 
normas, correspondería al valor de la totalidad de los transmitidos. 


e) En los casos de acumulación de donaciones, corresponderá a la Comunidad Autónoma el 
rendimiento que resulte de aplicar, al valor de los bienes y derechos actualmente transmitidos, el tipo 
medio que, según sus normas, correspondería al valor de la totalidad de los acumulados. 


3. Las competencias normativas cedidas en el ISD 


En cuanto a las competencias normativas cedidas, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 19.Dos.c) de la 
LOFCA (LA LEY 1790/1980) y 48.1) de la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009), la cesión a las Comunidades 
Autónomas de competencias normativas —necesariamente parciales— en relación con el ISD es bastante amplia, 
pues se van a ceder competencias en estos cuatro elementos de la estructura del impuesto: reducciones en la 
base imponible, tarifa del impuesto, cuantías y coeficientes por razón del patrimonio preexistente y, finalmente, 
deducciones y bonificaciones de la cuota. Además de ello, las Comunidades Autónomas podrán regular 
determinados aspectos atinentes a la gestión del impuesto. 


En relación con las reducciones en la base imponible —recogidas en el art. 20 LISD (LA LEY 2421/1987)—, las 
CC.AA podrán crear nuevas reducciones, tanto en las adquisiciones mortis causa como en las adquisiciones inter 
vivos, pero respetando ciertos límites. El primero de ellos es que las reducciones han de responder a circunstancias 
económicas o sociales propias de la Comunidad Autónoma de que se trate, lo cual, como ha señalado la doctrina, 
constituye un concepto jurídico indeterminado de gran amplitud, que ha permitido a las Comunidades Autónomas 
prácticamente establecer cualquier tipo de reducción con tal de vincular una actividad económica, unos bienes o 
una explotación agraria al territorio autonómico respectivo (9) . 


Otro de los límites consiste en que las Comunidades Autónomas aplicarán sus propias reducciones con posterioridad 
a las establecidas por la LISD en su art. 20 (LA LEY 2421/1987), esto es, con posterioridad a las reducciones 
estatales y, además, la normativa aprobada por la Comunidad Autónoma deberá especificar si se trata de una 
mejora de las reducciones establecidas por la normativa estatal o si se trata de la creación de reducciones propias 
de la Comunidad. 


Sobre la segunda competencia cedida, la tarifa del impuesto, las CC.AA pueden mantener la escala de tipos de 
gravamen contemplada en el art. 21 LISD (LA LEY 2421/1987) o establecer una propia. La LISD establece unas 
tarifas que van desde el 7,65% al 34%, dependiendo de la base liquidable. Las CC.AA pueden modificar los tramos 
de la tarifa regulados en este artículo, bien reduciendo o bien ampliando los tipos aplicables. Ahora bien, hay que 
tener claro que lo que se cede es la posibilidad de modificar los tramos y tipos de la tarifa, que ha de tener una 
estructura progresiva, por lo que las CC.AA no podrían crear un tipo de gravamen único de carácter proporcional 
sino que debe ser progresivo (10) . 


En tercer lugar, las CC.AA pueden establecer cuantías y coeficientes en función del patrimonio preexistente del 
causahabiente y de los grupos establecidos en el art. 20 LISD (LA LEY 2421/1987). Esto supone que las CC.AA van 
a poder fijar libremente los tramos de la tarifa aplicable con el único límite de mantener los grupos según el grado 
de parentesco. 
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Por último, las CC.AA también podrán establecer deducciones y bonificaciones de la cuota pero, en todo caso, 
habrán de ser compatibles con las deducciones y bonificaciones establecidas por el Estado en la LISD (LA LEY 
2421/1987) y se aplicarán con posterioridad a éstas. 


111. LOS PROBLEMAS DERIVADOS DE LA CESIÓN DEL ISD A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
RESPECTO AL PRINCIPIO DE IGUALDAD TRIBUTARIA 


1. Las diferencias de tributación entre distintas Comunidades Autónomas 


Resulta evidente que la atribución a las Comunidades Autónomas de este elenco de competencias normativas en 
relación con el ISD es susceptible de generar importantes diferencias en la carga fiscal que en el ámbito del 
impuesto reciban los contribuyentes residentes en unas y otras Comunidades Autónomas. Ello no tiene por qué 
suponer una vulneración del principio de igualdad tributaria consagrado en el art. 31 de la CE (LA LEY 2500/1978), 
pues es una consecuencia del principio de autonomía financiera reconocido a las Comunidades Autónomas en el 
art. 156 de la CE (LA LEY 2500/1978). El Tribunal Constitucional ha dejado sentado en numerosas sentencias que 
la autonomía otorga a las Comunidades Autónomas la facultad de decidir cómo ejercer sus propias competencias, 
sin que sean contrarias al principio de igualdad las diferencias que se deriven del ejercicio de estas competencias, 
pues lo que pretende garantizarse con el principio de igualdad no es un tratamiento uniforme de todos los derechos 
y deberes de los ciudadanos en cada una de las materias que se integran en nuestro ordenamiento jurídico, sino la 
igualdad de las posiciones jurídicas fundamentales, las cuales deben ser equivalentes en todo el territorio (11) . El 
Tribunal Constitucional, por tanto, en relación con la tensión existente entre el principio de igualdad y el de 
autonomía, ha dejado sentado que el principio de igualdad no implica que las Comunidades Autónomas vengan 
obligadas a ejercer de igual modo su actividad financiera, pero ha puntualizado, no obstante, que sí que dicho 
principio va a garantizar las posiciones jurídicas básicas de los individuos (12) . Al respecto, el Tribunal 
Constitucional ha señalado que la desigualdad consecuencia de la existencia de una pluralidad de ordenamientos 
autonómicos no se considerará inconstitucional cuando se cumplan las siguientes circunstancias: que la regulación 
autonómica se realice en el ámbito de las competencias de la Comunidad Autónoma, que esa regulación sea 
proporcionada en relación al objeto que se persigue, de modo que la diferencia introducida sea objetiva y 
razonable, y que, en todo caso, se vele por el respeto de la igualdad básica de todos los españoles (13) . 


Ello no obstante, lo cierto es que se han producido recientemente importantes pronunciamientos tanto del Tribunal 
Constitucional, en el ámbito interno, como del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en el ámbito internacional, 
que han puesto de manifiesto ciertos déficits desde el punto de vista del principio de igualdad tributaria 
relacionados, precisamente, con la regulación de los importantes beneficios fiscales que las Comunidades 
Autónomas han establecido en el ISD. Y es que, como ha destacado la doctrina, el principio de autonomía 
financiera puede justificar una pluralidad de tratamientos fiscales diferenciados en cada una de las Comunidades 
Autónomas, pero no ampara las desigualdades introducidas de forma injustificada por un mismo legislador, sea éste 
autonómico o sea el propio legislador estatal (14) . En el ámbito interno, la STC 60/2015 (LA LEY 21135/2015) ha 
declarado inconstitucional y nula la exigencia contenida en el art. 12 bis de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre (LA 
LEY 1399/1998), de la Generalitat Valenciana, por la que se regula el tramo autonómico del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos, de tener la residencia fiscal en la Comunidad Valenciana 
para poder disfrutar del 99% de bonificación en la cuota del ISD (15) . En efecto, el precepto cuestionado 
establecía una bonificación del 99% en la cuota del ISD para las adquisiciones mortis causa de los parientes del 
causante comprendidos en los grupos | y ll del art. 20.2.a) de la LISD (LA LEY 2421/1987) que fueran residentes 
en la Comunidad Autónoma de Valencia (16) . Lo cual, como es fácilmente comprensible, era susceptible de 
producir una importantísima diferencia de carga fiscal en relación con una misma sucesión mortis causa de los 
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bienes del causante entre los distintos causahabientes que se encontrasen comprendidos en los referidos grupos | 
y Il, por ejemplo, entre los distintos hijos del causante, en función exclusivamente de que estos tuviesen su 
residencia habitual en la Comunidad Valenciana o fuera de ella (17) . Esta diferencia de trato fiscal pone en 
entredicho el principio de igualdad tanto en el ámbito interno —cuando existan contribuyentes del ISD por una 
misma sucesión que sean residentes en la Comunidad Valenciana y en otras Comunidades Autónomas de régimen 
común—, como en el ámbito internacional —cuando respecto a una misma sucesión existan contribuyentes con 
residencia en la Comunidad Valenciana y con residencia fuera del Estado español—, lo cual, en este último caso, 
puede hacer entrar en juego la posible vulneración de ciertas libertades comunitarias por una posible discriminación 
fiscal entre los residentes en España y los residentes en otros Estados miembros de la Unión Europea, pues ese 
trato fiscal diferenciado se basa exclusivamente en una vinculación —en este caso del contribuyente— con el 
territorio de la Comunidad Autónoma, lo cual no es una justificación objetiva y razonable a estos efectos (18) . 
Como concluye en este caso la STC 60/2015 (LA LEY 21135/2015), «el territorio ha dejado de ser un elemento de 
diferenciación de situaciones objetivamente comparables, para convertirse en un elemento de discriminación, 
pues con la diferencia se ha pretendido exclusivamente "favorecer a sus residentes" tratándose así a una misma 
categoría de contribuyentes de forma diferente por el sólo hecho de su distinta residencia.» (19) . 


La doctrina que se extrae de esta reciente Sentencia del Tribunal Constitucional, tantas veces aludida, tiene una 
gran importancia desde la óptica de nuestro estudio, pues, justamente, pone el acento sobre los posibles tratos 
fiscales discriminatorios (no justificados) que se producen en relación con beneficios fiscales regulados o 
establecidos por las Comunidades Autónomas en el ámbito del ISD que se condicionen en su aplicación o 
reconocimiento a situaciones ligadas exclusivamente al territorio autonómico, como en el caso que hemos visto es 
la residencia habitual del contribuyente en el mismo -vinculación del elemento subjetivo del hecho imponible con el 
territorio autonómico— o como puede ser también la vinculación de los bienes a los que se refiera el beneficio fiscal 
con el territorio autonómico— vinculación del aspecto material del elemento objetivo del hecho imponible con el 
territorio de la Comunidad Autónoma. Lo cual tiene una especial importancia, como analizaremos más 
detenidamente, en el caso de la reducción de la base imponible del ISD aplicable a las adquisiciones tanto mortis 
causa como inter vivos de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español o del Patrimonio Cultural de la 
respectiva Comunidad Autónoma. 


2. Las diferencias de tributación entre residentes y no residentes y la libre circulación de capitales 
en el ámbito de la Unión Europea 


El segundo de los pronunciamientos jurisprudenciales a los que habíamos aludido más atrás, de gran relevancia 
desde la óptica del principio de igualdad tributaria en el ámbito del ISD, en este caso, desde la perspectiva de la no 
discriminación fiscal entre residentes y no residentes en el ámbito de la Unión Europea y la salvaguarda de la libre 
circulación de capitales, es la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 3 de septiembre de 2014 
(dictada en el asunto C-127/2012) (20) . La Sentencia declara que España ha incumplido las obligaciones que le 
incumben en virtud de los arts. 63 del TFUE (LA LEY 6/1957) y 40 del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo 
de 2 de mayo de 1992, al permitir que se establezcan diferencias en el trato fiscal de las donaciones y las 
sucesiones entre los causahabientes y los donatarios residentes y no residentes en España, entre los causantes 
residentes y no residentes en España y entre las donaciones y las disposiciones similares de bienes inmuebles 
situados en territorio español y fuera de éste. 


Ese trato diferenciado que vulnera la libre circulación de capitales venía propiciado, como hemos visto, por el 
carácter de impuesto cedido a las Comunidades Autónomas que tiene el ISD y por las diferencias que al respecto 
se establecían en el diseño de los puntos de conexión en el ámbito de este impuesto entre los residentes fiscales 


Portal de Revistas 29/09/2015 


Y. Wolters Kluwer ¡Revistas 


Her 


en España, que lo iban a ser en el territorio de alguna de las Comunidades Autónomas y, por tanto, podían disfrutar 
de los beneficios fiscales regulados por las Comunidades Autónomas en virtud de las competencias normativas 
cedidas, y los no residentes fiscales en España, a los que se aplicaba la normativa estatal del ISD, que no 
contemplaba los referidos beneficios fiscales autonómicos. Asimismo, la diferencia de trato fiscal podía venir 
propiciada por la localización de los bienes objeto de gravamen por el Impuesto dentro o fuera del territorio del 
Estado, lo cual es especialmente relevante, como ya hemos apuntado, por la condicionalidad de los beneficios 
fiscales a la vinculación con el territorio de la respectiva Comunidad Autónoma (21) . 


Para el Tribunal de Justicia de la Unión Europea esa diferencia de trato fiscal no tiene una justificación objetiva y 
razonable y, por tanto, constituye una discriminación que vulnera la libre circulación de capitales en el ámbito de la 
UE y del Espacio Económico Europeo (22) . 


Esta Sentencia relativa al ISD español constituye una de las últimas de una serie de pronunciamientos en materia 
de fiscalidad de las sucesiones internacionales o transfronterizas en los que el TJUE ha ido sentando una serie de 
principios (23) : 


1.2 Las sucesiones constituyen movimientos de capitales en el sentido del art. 63 del TFUE (LA LEY 
6/1957), salvo en los casos en que todos los bienes a que se refieran se encuentren situados en el 
interior de un solo Estado miembro (24) . 


2.2 Las medidas prohibidas por el art. 63.1 del TFUE (LA LEY 6/1957) incluyen las que pueden 
disuadir a los no residentes de realizar inversiones en un Estado miembro, o a los residentes de dicho 
Estado miembro de hacerlo en otros Estados, o también, en un supuesto de sucesiones, las que 
provocan la disminución del valor de la herencia de un residente de un Estado miembro distinto de 
aquel en el que se sitúan los bienes afectados y que somete a tributación la adquisición por vía 
sucesoria de los citados bienes. 


3.2 Aunque el art. 65 TFUE (LA LEY 6/1957) permite la aplicación de las disposiciones fiscales de los 
Estados miembros que distingan entre los contribuyentes en función de su residencia o del lugar en 
que estén invertidos los bienes, dicho precepto, en la medida en que constituye una excepción al 
principio fundamental de libre circulación de capitales, debe interpretarse en sentido estricto. Por 
ello, no cualquier medida fiscal que distinga en función de la residencia del contribuyente o del lugar 
de ubicación de las inversiones puede considerarse acorde con el Tratado. Por el contario, sólo 
resultarán admisibles las medidas que no constituyan ni medios de discriminación arbitraria, ni 
restricciones encubiertas a la libre circulación. 


4.2 Para que una normativa fiscal nacional que, a efectos de calcular el impuesto sobre sucesiones, 
hace una distinción por lo que respecta a la deducibilidad de los gastos, en función del lugar de 
ubicación de los bienes (o a la residencia del causante en el momento de su fallecimiento) no sea 
considerada como una discriminación arbitraria prohibida se requiere que la diferencia de trato afecte 
a situaciones que no sean comparables o que tal diferencia resulte justificada por razones imperiosas 
de interés general. 


En aplicación de esos principios, el TJUE ha declarado en varias ocasiones la vulneración de la libre circulación de 
capitales por parte de la regulación nacional del impuesto que grava las sucesiones y donaciones de determinados 
Estados miembros, como hemos visto que ha hecho también en el caso del ISD español (25) . 


En consonancia con esta jurisprudencia del TJUE sobre la fiscalidad de las sucesiones internacionales y a raíz de la 
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STJUE de 3 de diciembre de 2014 (LA LEY 160967/2014) sobre el ISD español, lógicamente, el Legislador ha tenido 
que adoptar medidas para evitar el trato fiscal discriminatorio que se produce entre residentes y no residentes y lo 
ha hecho mediante la modificación de la Disposición Adicional Segunda de la LISD (LA LEY 2421/1987) (26) . La 
nueva redacción de este precepto introduce una serie de puntos de conexión que van a permitir vincular la 
tributación de los no residentes, esto es, de la obligación real de contribuir en el ISD —que, recordemos, no es 
objeto de cesión a las Comunidades Autónomas— con el territorio de alguna Comunidad Autónoma a los solos 
efectos de que el contribuyente pueda aplicarse los beneficios fiscales aprobados por la respectiva Comunidad 
Autónoma en el ámbito del ISD, igual que si de un residente en la Comunidad Autónoma se tratara. Asimismo, se 
van a establecer criterios con esta finalidad respecto a bienes situados fuera de nuestro territorio. En definitiva, 
las reglas establecidas al efecto para la liquidación del ISD son las siguientes: 


En las adquisiciones mortis causa, si el causahabiente es residente en España y el causante lo era en algún Estado 
miembro de la UE o del EEE distinto de España, el causahabiente residente en España estará sujeto a la legislación 
de la Comunidad Autónoma en que se encuentre el mayor valor de los bienes y derechos del caudal relicto situado 
en España. Si los bienes o derechos no se encontraran en España, pero el causahabiente fuera residente en alguna 
Comunidad Autónoma, se aplicará la normativa de esta Comunidad. 


En el caso de adquisiciones mortis causa, si el causante hubiera sido residente en una Comunidad Autónoma, los 
contribuyentes no residentes, que sean residentes en un Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo, tendrán derecho a la aplicación de la normativa propia aprobada por dicha Comunidad 
Autónoma. 


Para los casos de adquisiciones inter vivos de bienes inmuebles situados en España, podrá aplicarse a los 
donatarios que sean residentes en la UE o en el EEE la normativa propia de la Comunidad Autónoma donde estén 
situados los bienes inmuebles. Si los bienes inmuebles objeto de la transmisión se encuentran en la UE o en el EEE 
y el adquirente es residente en España, se podrá aplicar la normativa de la Comunidad Autónoma en la que residan 
los adquirentes. 


Por último, en relación con las donaciones de bienes muebles situados en España a favor de un residente de la UE 
o del EEE se podrá aplicar la legislación de la Comunidad Autónoma donde hayan estado situados dichos bienes 
muebles un mayor número de días del período de los cinco años inmediatamente anteriores a la fecha del devengo 
del impuesto. 


En el ámbito de los beneficios fiscales aplicables a los bienes culturales cuando estos están situados fuera del 
territorio del Estado que los ha regulado y, destacadamente, respecto a las sucesiones internaciones en las que 
existen bienes culturales, esto es, bienes integrantes del Patrimonio Histórico Nacional o del Patrimonio Cultural de 
las Comunidades Autónomas —en el caso de España— el TJUE ha dictado dos recientes sentencias que 
consideramos también de gran importancia en el marco que hemos expuesto de la fiscalidad de las sucesiones 
internacionales o transfronterizas y del respeto al principio de igualdad en la aplicación del I1SD. Y ello porque van a 
introducir ciertas matizaciones a la consolidada doctrina del TJUE en esta materia, basadas, como veremos, en el 
carácter y calificación de los bienes sobre los que recae el beneficio fiscal en el ámbito del ISD como bienes 
culturales y en la propia excepción cultural que tradicionalmente ha sido reconocida en los Tratados de la UE. Se 
trata de la STJUE de 18 de diciembre de 2014 (dictada en el asunto C-87/2013) (27) , y de la STJUE, también de 
fecha 18 de diciembre de 2014 (dictada en el asunto C- 133/2013), relativa a la posibilidad de aplicar determinados 
beneficios fiscales previstos en la normativa del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones para las adquisiciones de 
bienes integrantes del Patrimonio Histórico Nacional en el caso de una donación internacional. Ambas sentencias, 
como veremos, están estrechamente conectadas en cuanto a la doctrina que sientan. 
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La importancia del tema de la aplicación de beneficios fiscales a los llamados bienes culturales como forma de 
fomento y protección de la cultura y las trabas que, al respecto, pueden suponer los aspectos internacionales en 
la aplicación de tales beneficios fiscales, destacadamente, en el caso de la sucesión internacional o transfronteriza 
de este tipo de bienes, que justifica el enfoque dado a este trabajo, aconsejan detenerse, en primer lugar, en el 
examen pormenorizado de la reducción prevista en el 1SD para la adquisición mortis causa (sucesión) e inter vivos 
(donación) de este tipo de bienes, reducción respecto a la cual las Comunidades Autónomas de régimen común van 
a gozar de competencias normativas en virtud de la cesión del tributo, para finalizar el trabajo retomando estas 
dos sentencias del TJUE a fin de poner de manifiesto la trascendencia de las mismas sobre la aplicación de este 
beneficio fiscal. 


IV. REDUCCIONES EN LA BASE IMPONIBLE DEL ¡SD POR LA ADQUISICIÓN GRATUITA, MORTIS 
CAUSA O INTER VIVOS, DE BIENES DEL PHE 


1. La previsión de las reducciones para los bienes culturales en la LISD 


El art. 20.2.c) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre (LA LEY 2421/1987), del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones (en adelante, LISD (LA LEY 2421/1987)), establece una reducción para los supuestos de adquisiciones 
mortis causa de bienes del PHE, cifrada en el 95% de su valor y sujeta al cumplimiento de los requisitos siguientes: 


1.2 El adquirente ha de ser el cónyuge, un descendiente o un adoptado de la persona fallecida. 


2.2 El objeto de la adquisición son los bienes integrantes del PHE o del Patrimonio cultural de las 
Comunidades Autónomas, en la medida en que gocen de exención del Impuesto sobre el Patrimonio. 


3.2 El bien ha de permanecer en el patrimonio del adquirente durante los 10 años siguientes al 
fallecimiento del causante, salvo que aquél fallezca en ese intervalo. 


Para las donaciones de este tipo de elementos patrimoniales el art. 20.7 de la LISD (LA LEY 2421/1987) contiene 
una disposición similar, exigiendo estos mismos tres requisitos que acabamos de señalar y, además, de forma 
adicional, se exige que el donante sea una persona mayor de 65 años o con incapacidad permanente absoluta o 
gran invalidez (28) . 


Parece claro que una reducción de tan amplio alcance como la prevista en los preceptos citados tanto para las 
sucesiones como para las donaciones de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español o del Patrimonio 
Cultural de las Comunidades Autónomas, los que hemos venido llamando «bienes culturales», atendiendo a los 
requisitos a los que queda sujeta, pretende dar un tratamiento fiscal extraordinariamente favorable a las 
transmisiones de este tipo de bienes que se producen en el propio seno familiar —normalmente de padres a hijos— 
y que, lógicamente, supone una promoción a través del incentivo fiscal a la colección y conservación de este tipo 
de bienes por parte de los particulares para su traspaso a las generaciones futuras y, además, supone también una 
cierta protección de la familia por cuanto facilita la transmisión de un siempre valorado patrimonio familiar, como 
puede ser el constituido por los bienes culturales, entre los miembros del núcleo familiar más cercano —de padres a 
hijos o al cónyuge—. 


Algún autor ha llegado a afirmar que en las transmisiones lucrativas entre los miembros de la unidad familiar no 
pone de manifiesto verdadera capacidad económica entendida como incremento de riqueza disponible porque no se 
adquiere nada que no se disfrutara antes, luego estos sujetos no deberían ser gravados, por lo que, sometiendo a 
tributación por el ISD a estos familiares —cónyuges y descendientes— que no ven incrementado su patrimonio 
porque ya disfrutaban de los bienes transmitidos, se produciría una desigualdad en relación con quienes sí lo han 
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visto incrementado sin que su esfuerzo haya contribuido a la consecución y mantenimiento de esos bienes (29) . 
Sin embargo, desde nuestro punto de vista, resulta evidente que las adquisiciones patrimoniales a través de una 
herencia o una donación, aún en el seno de la unidad familiar, constituyen una clara manifestación de capacidad 
económica en el adquirente que, lógicamente, puede ser gravada por un impuesto como el ISD. Ello no empece a 
que cuando concurran razones justificadas el Legislador pueda introducir beneficios fiscales que minoren o casi 
hagan desaparecer la carga tributaria en estos casos, como estamos viendo que sucede en la transmisión por 
herencia o sucesión de los bienes culturales en el seno de la unidad familiar. 


2. El ámbito objetivo de las reducciones 


La primera cuestión que suscita la configuración de este beneficio fiscal es la de determinar qué bienes pueden 
beneficiarse del mismo. A estos efectos, la LISD (LA LEY 2421/1987) hace una remisión a la Ley del Impuesto sobre 
el Patrimonio (LIP), al exigir que los bienes culturales a los que resultará de aplicación el beneficio fiscal en el ISD 
serán los que gocen de la exención prevista en el art. 4, apartados 1, 2 y 3) de la LIP. Esto nos obliga a referirnos, 
siquiera sea someramente, a los bienes culturales que resultan exentos del Impuesto sobre el Patrimonio en virtud 
de esos preceptos. 


En virtud de lo señalado en el art. 4.1) de la LIP están exentos del Impuesto, en primer lugar, los bienes 
integrantes del PHE, inscritos en el Registro General de Bienes de Interés Cultural o en el Inventario General de 
Bienes Muebles, a que se refiere la LPHE. 


En segundo lugar, están exentos los bienes comprendidos en la disposición adicional segunda de la LPHE siempre 
que hayan sido calificados como bienes de interés cultural por el Ministerio de Cultura e inscritos en el Registro 
correspondiente. La mencionada disposición adicional comprende a los castillos de España; los escudos, emblemas, 
piedras heráldicas, rollos de justicia, cruces de término y demás piezas y monumentos de análoga índole cuya 
antigúedad sea superior a los cien años y, finalmente, los hórreos y cabazos de no menos de cien años de 
antigúedad existentes en Galicia y Asturias. 


En tercer lugar, también se declaran exentos en los bienes culturales de conjunto, esto es, en el supuesto de 
Zonas Arqueológicas y Sitios o Conjuntos Históricos, los bienes inmuebles ubicados dentro del perímetro de 
delimitación que reúnan una serie de condiciones: 


a) en las Zonas Arqueológicas, los bienes inmuebles incluidos como objeto de especial protección en 
el instrumento de planeamiento urbanístico a que se refiere el art. 20 de la LPHE. 


b) En Sitios o Conjuntos Históricos, los que cuenten con una antigúedad igual o superior a 50 años y 
estén incluidos en el Catálogo previsto en el art. 86 del Reglamento de Planeamiento Urbanístico 
como objeto de protección integral en los términos previstos en el art. 21 de la LPHE. 


El art. 4.2) de la LIP declara también exentos a los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de las Comunidades 
Autónomas, que hayan sido calificados e inscritos de acuerdo con lo establecido en sus normas reguladoras. Esta 
extensión de la exención a los bienes del Patrimonio Histórico de las Comunidades Autónomas es muy positiva y 
contribuye al fomento y protección de unos bienes culturales de gran interés como son los declarados como 
patrimonio cultural de las Comunidades Autónomas por su respectiva normativa (30) . 


El art. 4.3) de la LIP declara exentos los objetos de arte y antiguedades cuyo valor sea inferior a las cantidades 
que se establezcan a efectos de lo previsto en el art. 26.4) de la LPHE (31) . El Legislador, por tanto, respecto a 
los bienes integrantes del PHE que no sean objeto de una especial protección, esto es, no inscritos en los 
correspondientes registros, renuncia a gravar en este Impuesto a aquellos de escaso valor económico (32) . El 
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problema que actualmente plantea este supuesto de exención es que los umbrales económicos determinantes de la 
exención fueron establecidos por el RPHE en el año 1986 y no han sido objeto de actualización desde entonces, 
con lo cual, año tras año, la «escasa cuantía» de los bienes, determinante de la exención, es cada vez más 
pequeña, debido a la depreciación monetaria, por lo que muchos bienes están saliendo del ámbito objetivo de la 
misma. De ahí que nos parezca muy razonable y compartamos en este punto la propuesta de la Fundación Arte y 
Mecenazgo respecto a la necesidad de actualizar tales valores (33) . 


Además, el art. 4.3) de la LIP establece la exención a favor de los objetos de arte y antigúedad comprendidos en 
el art. 19 de la LIP, cuando hayan sido cedidos por sus propietarios en depósito permanente por un período no 
inferior a tres años a Museos o Instituciones Culturales sin fin de lucro para su exhibición pública, mientras se 
encuentren depositados (34) . Este supuesto de exención nos parece especialmente interesante, pues, por una 
parte, permite a los titulares de bienes integrantes del PHE que no resulten amparados por los anteriores supuestos 
de exención en el Impuesto sobre el Patrimonio —a los que acabamos de referirnos—, beneficiarse de una exención 
de tales bienes y, por otra parte, permite el disfrute colectivo de estos bienes culturales ya que para que opere la 
exención es necesario el depósito de tales bienes privados en Museos o Instituciones culturales sin fin de lucro con 
esta finalidad. 


El art. 4.3) de la LIP contempla un último supuesto de exención referido a la obra propia de los artistas mientras 
permanezca en el patrimonio del autor. No se gravan, por tanto, los bienes de autores vivos y en los que 
eventualmente concurrieran alguno de los valores del art. 1 de la LPHE, bienes que, por otra parte, sólo 
excepcionalmente van a ser declarados como bienes de interés cultural (35) . 


La Dirección General de Tributos (DGT) ha admitido la aplicación de la reducción en el ISD tanto si lo adquirido son 
bienes culturales concretos como si se trata de la adquisición de una participación en bienes que se encuentren en 
un régimen de proindiviso (36) . Para la Fundación Arte y Mecenazgo esta figura de la colección de arte en 
proindiviso resulta de gran interés en un contexto en el que el concepto tácito o expreso de «colección familiar», 
como conjunto de obras de arte titularidad de una o varias personas pertenecientes a un grupo familiar que goza 
de un tratamiento fiscal favorable en la medida en que se mantenga unido y se nutra a lo largo de las 
generaciones, con la obligación de cumplir ciertos deberes para con la comunidad (en particular los de exposición y 
difusión), resulta fundamental respecto a un tratamiento fiscal coherente en el ámbito del ISD (37) . 


3. La permanencia del bien en el patrimonio del adquirente 


Respecto al requisito de la permanencia del bien en el patrimonio del adquirente, la Dirección General de Tributos 
ha interpretado que este requisito se cumple en el caso de que se transmitan los bienes culturales adquiridos antes 
de que transcurran esos diez años, si el importe obtenido de dicha transmisión se reinvierte de forma inmediata en 
la adquisición de otros bienes que tengan asimismo la naturaleza de bienes culturales a estos efectos, esto es, de 
los comprendidos en el art. 4, apartados 1, 2 y 3) de la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio (38) . En todo caso, 
ha de mantenerse el valor de adquisición por el que se practicó la reducción en el ISD, sin que se produzca 
disminución en el patrimonio del adquirente, esto es, la reinversión del importe obtenido con la transmisión de los 
bienes culturales ha de ser total, y, lógicamente, los nuevos bienes culturales adquiridos han de mantenerse en el 
patrimonio del adquirente durante el tiempo que reste hasta cumplir los 10 años de permanencia previstos en el 
art. 20.2.c) de la LISD (LA LEY 2421/1987) (39) . 


La posibilidad de transmisión de los bienes adquiridos y de reinversión total del importe obtenido en la adquisición 
de otros bienes culturales, sin que en tal caso se pierda el beneficio fiscal en el ISD, lógicamente, favorece el 
tráfico mercantil de este tipo de bienes y, con ello, favorece el coleccionismo de los bienes culturales al posibilitar 
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el intercambio de los mismos, por lo que consideramos desde este punto de vista acertada la interpretación de la 
DGT. Sin embargo, no puede desconocerse que la finalidad de este beneficio fiscal se encuentra precisamente en 
la conservación en el ámbito familiar de los bienes culturales cuando por sucesión mortis causa o donación se 
produce la transmisión de este tipo de bienes, con lo cual, si no quiere desvirtuarse la justificación del beneficio 
fiscal, esta posibilidad de transmisión con reinversión habrá de entenderse circunscrita desde un punto de vista 
subjetivo al propio ámbito familiar o, desde un punto de vista objetivo, a acciones tendentes a completar una 
determinada colección de obras de arte (40) . En cualquier caso, es cierto que la interpretación realizada por la 
DGT está de alguna manera «creando» un supuesto normativo no previsto expresamente en la Ley, cual es el de la 
posibilidad de transmisión con reinversión. Por ello, de lege ferenda, sería conveniente que la LISD (LA LEY 
2421/1987) contemplara de forma expresa esta posibilidad. 


4. La regulación autonómica de las reducciones 


La condición de impuesto cedido a las Comunidades Autónomas que tiene el ISD va a tener también una cierta 
importancia en la configuración de esta reducción de la base imponible del Impuesto. Y ello porque, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 48.1.a), segundo párrafo, de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre (LA LEY 22770/2009), 
por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y ciudades con 
estatuto de autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, las Comunidades Autónomas podrán regular 
las reducciones establecidas por el Estado en el ISD, manteniéndolas en condiciones análogas a las establecidas 
por la regulación estatal o mejorándolas mediante el aumento del importe o del porcentaje de reducción, la 
ampliación de las personas que pueden acogerse a la misma o la reducción de los requisitos para poder aplicarla 
(41) . Con lo cual, la regulación estatal constituye un mínimo para las Comunidades Autónomas, que podrán 
regular, por tanto, esta reducción en términos análogos a los del Estado o podrán mejorar el ámbito de la reducción 
en los términos indicados por el art. 48.1.a) de la Ley 22/2009 (LA LEY 22770/2009) (42) . Si una Comunidad 
Autónoma minorase el ámbito de aplicación de la reducción respecto al contemplado en la normativa estatal, sería 
de aplicación la normativa estatal al constituir ésta un mínimo, como ha tenido ocasión de señalar la DGT (43) . 


Varias Comunidades Autónomas han ejercido la competencia normativa que han asumido en virtud de la cesión del 
ISD para regular la reducción prevista en la ley del Impuesto para las adquisiciones mortis causa de bienes 
culturales así como la prevista para la adquisición gratuita e inter vivos de tales bienes (44) . Y lo han hecho para 
establecer una mejora en las mismas. En algunos casos, la mejora ha consistido en el aumento del porcentaje de la 
reducción, que ha pasado del 95% al 97% en el caso de Canarias y al 99% en el caso de Baleares, lo que supone 
prácticamente la eliminación del gravamen respecto a este tipo de bienes, si bien en esta última Comunidad 
Autónoma el incremento del porcentaje de la reducción se prevé exclusivamente para la adquisición de bienes que 
forman parte del patrimonio histórico o cultural de las Islas Baleares, aplicándose en cambio el porcentaje general 
del 95% para la adquisición de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español o de bienes del patrimonio 
cultural de las demás Comunidades Autónomas (45) . Podemos constatar, pues, cómo en la Comunidad Autónoma 
Balear, la mejora de la reducción estatal en este punto se restringe en su aplicación a un ámbito de especial 
vinculación con la Comunidad Autónoma, como es que los bienes formen parte del patrimonio histórico o cultura 
propio de las Islas Baleares, lo cual, lógicamente, genera una disparidad de trato en el ámbito del ISD entre los 
bienes catalogados dentro del patrimonio histórico y cultural balear y los bienes catalogados en el patrimonio 
histórico español y en patrimonio cultural de otras Comunidades Autónomas. Lógicamente, la defensa y protección 
del patrimonio cultural propio de las Islas Baleares es lo que justifica esta disparidad en el tratamiento fiscal. 


Otra de las mejoras que han introducido las Comunidades Autónomas en las reducciones previstas en la LISD (LA 
LEY 2421/1987) va referida a la minoración del número de años de permanencia del bien cultural en el patrimonio 
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del adquirente, que se rebaja de 10 a tan sólo 3 años en el caso de la Comunidad Autónoma de Cantabria para las 
adquisiciones mortis causa de bienes del PHE o del Patrimonio Histórico o Cultural de las Comunidades Autónomas 
(46) . Lo habitual en otras Comunidades Autónomas es que el período de mantenimiento de los bienes culturales 
adquiridos se rebaje a 5 años (47) . 


También cabe mencionar, como mejora de la reducción estatal, que Cataluña ha ampliado el elenco subjetivo de 
adquirentes que pueden beneficiarse de la reducción por adquisición mortis causa de bienes culturales, incluyendo 
también a los ascendientes o adoptantes y a los colaterales hasta el tercer grado del causante (48) . 


Finalmente, hay que destacar que algunas Comunidades Autónomas han regulado una reducción propia aplicable a 
la adquisición de bienes culturales que, normalmente, va a estar condicionada a la cesión gratuita de los bienes 
culturales adquiridos para su exposición pública. Esta cesión ha de hacerse a favor de instituciones públicas de la 
respectiva Comunidad Autónoma. Es el caso de Valencia, que establece esta reducción para las adquisiciones de 
bienes del Patrimonio Cultural Valenciano inscritos en el Registro General de Bienes de Interés Cultural o en el 
Inventario General del Patrimonio Cultural Valenciano, fijándose el porcentaje de la reducción en función del número 
de años de cesión de los bienes (49) . En parecidos términos ha regulado también la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León una reducción propia para las adquisiciones mortis causa de bienes muebles integrantes del 
Patrimonio Histórico Artístico, siempre que sean cedidos para su exposición al público por un período superior a 10 
años, siendo el porcentaje de la reducción del 99% (50) . Pero, sin duda, la reducción propia más novedosa es la 
que ha introducido recientemente la Comunidad Autónoma de Baleares tanto respecto a las adquisiciones mortis 
causa como inter vivos de bienes culturales que se destinen a la creación de una empresa cultural, científica o de 
desarrollo tecnológico de acuerdo con la Ley 3/2015, de 23 de marzo, reguladora del mecenazgo cultural, científico 
y de desarrollo tecnológico (51) . 


V. LA «EXCEPCIÓN CULTURAL» EN MATERIA FISCAL Y LA EXTRATERRITORIALIDAD EN LA 
APLICACIÓN DE BENEFICIOS FISCALES PARA LOS BIENES CULTURALES 


Tras analizar con cierto detenimiento los beneficios fiscales aplicables en el ISD por la adquisición de bienes 
culturales vía herencia o donación, queremos concluir este trabajo con el análisis de esas dos sentencias del TJ UE 
que habíamos ya anunciado que tenían cierta relevancia respecto a las sucesiones internacionales de bienes 
culturales en el ámbito de la Unión Europea. 


1. Libre circulación de capitales, excepción cultural y extraterritorialidad 


En la STJUE de 18 de diciembre de 2014, dictada en el asunto C-133/2013, se plantea al Tribunal una petición de 
decisión prejudicial respecto a una posible vulneración de la libre circulación de capitales contemplada en el art. 63 
del TFUE (LA LEY 6/1957) por la negativa de las autoridades fiscales holandesas a reconocer a una finca rústica 
propiedad de una persona física residente fiscal en Holanda el estatuto de bien integrante del patrimonio natural, 
debido a que tal finca está situada en otro Estado miembro y, con esta negativa, a impedir la aplicación de los 
beneficios fiscales previstos en el impuesto que grava las sucesiones y donaciones de este tipo de bienes, ya que 
la propietaria de la finca pretendía donar la misma a su hijo. 


La finca en cuestión está situada en el Reino Unido (The Bean House) y reúne las características para ser 
catalogada como «finca rústica» en el sentido de la ley holandesa de conservación del patrimonio natural (52) . 
Ello implica que, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 7 de la ley holandesa de conservación del patrimonio 
natural, la sucesión y la donación de la misma puede beneficiarse de una reducción del valor del bien a efectos de 
la integración de la base imponible del ISD del 50% o del 100% (lo que equivale a una exención total), dependiendo 
de que la finca se haga accesible al público (reducción del 100%) o no (reducción del 50%), siempre que en ambos 
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casos el bien se mantenga como tal durante un período mínimo de 25 años y no se talen bosques madereros, salvo 
en la medida necesaria usual conforme a las normas de una gestión normal de recursos forestales. Sin embargo, las 
autoridades fiscales holandesas niegan a la persona titular de esta finca su calificación como «finca rústica» en el 
sentido de la ley holandesa de conservación del patrimonio natural debido a la circunstancia de que tal finca no 
está situada en el territorio holandés. 


En vista de ello, en la cuestión prejudicial se pregunta en esencia al TJUE si el art. 63 del TFUE (LA LEY 6/1957) 
debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa de un Estado miembro en virtud de la cual la 
exención del impuesto sobre donaciones correspondiente a determinados espacios protegidos se limita a aquellos 
que están situados en el territorio de dicho Estado miembro. 


El TJUE, siguiendo su doctrina consolidada en materia de fiscalidad de las sucesiones internacionales, cuyos 
principios ya expusimos en epígrafes anteriores, va a considerar que en este caso se produce una restricción de la 
libre circulación de capitales (53) . En efecto, como sucede en este caso, el hecho de que la tributación de la 
donación de los bienes culturales sea más gravosa en el caso de que los mismos se encuentren situados en un 
Estado miembro de la UE distinto al de la residencia fiscal del donante que si se encontrasen situados en el Estado 
de la residencia, donde incluso pueden quedar totalmente exentos de gravamen, implica un importante 
desincentivo a invertir en la adquisición de este tipo de bienes cuando los mismos estén situados en otro Estado 
miembro distinto al de la residencia fiscal, con lo cual, ello supone una restricción a la libre circulación de capitales 
(54) . 


La cuestión, entonces, estriba en comprobar si esa restricción a la libre circulación de capitales pudiera estar 
justificada en razones imperiosas de interés general o bien si esa diferencia de trato afecta a situaciones que no 
sean objetivamente comparables, pues sólo en estos casos la restricción a la libre circulación de capitales puede 
considerarse compatible con el art. 63 del TFUE (LA LEY 6/1957) (55) . 


El Tribunal va a considerar que en este caso las situaciones no son objetivamente comparables y, por lo tanto, que 
está justificada la restricción a la libre circulación de capitales. En ello estriba lo novedoso de esta STJUE respecto 
a la doctrina consolidada del Tribunal sobre las sucesiones internacionales y la libre circulación de capitales. La 
circunstancia que hace que en este caso las situaciones no sean comparables va a venir determinada por el 
carácter de bien cultural del objeto donado y por la finalidad de protección del patrimonio histórico y cultural 
nacional perseguido por los beneficios fiscales previstos en la normativa del impuesto que grava las sucesiones y 
donaciones (56) . 


El art. 36 del TFUE (LA LEY 6/1957) permite expresamente que por razones de protección del patrimonio artístico, 
histórico o arqueológico nacional se exceptúe la aplicación de aspectos esenciales del funcionamiento del mercado 
interior, esto es, la protección de los patrimonios culturales nacionales se convierte en una «excepción cultural» 
del mercado interior (57) . A nivel europeo se produce el reconocimiento de que los bienes culturales no son 
objetos asimilables a las demás mercancías, por lo que se intenta buscar el equilibrio entre los postulados de la libre 
circulación y las normas nacionales de protección de tales bienes culturales (58) . 


Por ello, volviendo a la STJUE que nos ocupa, no es objetivamente comparable la donación de un bien cultural que 
no se halla en el territorio del Estado de residencia de su propietario y la donación de un bien cultural que sí se 
encuentra en dicho territorio (59) . En definitiva, ello supone que las ventajas fiscales establecidas por los Estados 
miembros en el ámbito del ISD debido a la finalidad de promoción y protección de los bienes integrantes del 
patrimonio histórico y cultural nacional no vulnerarían la libre circulación de capitales aunque las mismas se 
restrinjan a los bienes culturales situados en el territorio de su propio Estado. 
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No obstante, el propio Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha establecido una excepción a este principio, a raíz 
de la Sentencia de 18 de diciembre de 2014, dictada en el asunto C-87/2013, a la que expresamente se remite la 
Sentencia, también de 18 de diciembre de 2014, que comentamos. Dicha excepción consiste en que el bien 
cultural, pese a encontrarse ubicado en otro Estado miembro distinto al Estado de residencia del contribuyente, 
forme parte no obstante del patrimonio cultural e histórico del Estado de residencia y, por tanto, pudiese acogerse 
a los beneficios fiscales previstos en el mismo de no ser por la circunstancia de la extraterritorialidad. Con lo cual, 
concluye el Tribunal de Justicia declarando que «el art. 63 TFUE (LA LEY 6/1957) debe interpretarse en el sentido 
de que no se opone a una normativa de un Estado miembro como la controvertida en el litigio principal, en virtud 
de la cual la exención del impuesto sobre donaciones correspondiente a determinadas propiedades protegidas por 
formar parte del patrimonio cultural e histórico nacional se limita a aquellas propiedades situadas en el territorio 
de dicho Estado miembro, siempre que no queden excluidas de tal exención propiedades que puedan vincularse al 
patrimonio cultural e histórico del referido Estado miembro a pesar de hallarse en el territorio de otro 
Estado» (60) . 


2. Libertad de establecimiento, excepción cultural y extraterritorialidad 


En la STJUE de 18 de diciembre de 2014, dictada en el asunto C-87/2013, la libertad comunitaria que está en 
entredicho es la libertad de establecimiento. Y ello porque la autoridad fiscal holandesa niega a un contribuyente 
en el impuesto que grava la renta de las personas físicas la deducción de determinados gastos derivados del 
mantenimiento de su residencia, un castillo situado en Bélgica, protegido con arreglo a la normativa sobre 
monumentos históricos de dicho Estado miembro, por el mero hecho de que el referido castillo no está amparado 
por la normativa relativa a los monumentos históricos del Reino de los Países Bajos (Holanda). La cuestión que, en 
esencia, se somete a juicio del Tribunal es si los arts. 49 del TFUE (LA LEY 6/1957) (libertad de establecimiento) y 
63 del TFUE (LA LEY 6/1957) (libre circulación de capitales) deben interpretarse en el sentido de que se oponen a 
una normativa de un Estado miembro que, en nombre de la protección del patrimonio cultural nacional, reserva 
exclusivamente a los propietarios de monumentos situados en su territorio la posibilidad de deducir los gastos 
relativos a los monumentos declarados como tales. 


El Tribunal considera que la libertad de establecimiento se ve restringida en este caso, ya que la diferencia de 
trato fiscal que sufren los contribuyentes que habiten en un monumento histórico en función de si su lugar de 
residencia se halla en el territorio nacional o no puede disuadir a los contribuyentes que habiten en un monumento 
histórico situado en el territorio de un Estado miembro de ejercer su actividad en otro Estado miembro (61) . Sin 
embargo, el Tribunal considera que las situaciones no son comparables, habida cuenta de la finalidad de los 
beneficios fiscales controvertidos, que no es otra que la conservación y preservación del patrimonio cultural e 
histórico nacional, en el caso planteado, del patrimonio cultural de los Países Bajos (62) . No obstante, el Tribunal 
señala que ello podría ser de otro modo «en el supuesto de que el sujeto pasivo demostrase que el monumento del 
que es propietario, aunque situado en territorio de un Estado miembro distinto del Reino de los Países Bajos, 
forma parte no obstante del patrimonio cultural e histórico neerlandés y que, por ello, podría ser objeto de la 
protección conferida por la Ley neerlandesa de monumentos históricos de no ser por su extraterritorialidad. » 


En consecuencia, esta ST]UE declara que el art. 49 del TFUE (LA LEY 6/1957) (libertad de establecimiento) «debe 
interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa de un Estado miembro que, en nombre de la 
protección del patrimonio cultural e histórico nacional, reserve exclusivamente a los propietarios de monumentos 
situados en su territorio la posibilidad de deducir los gastos relativos a monumentos declarados como tales, 
siempre que esta posibilidad se ofrezca también a los propietarios de monumentos que puedan vincularse al 
patrimonio cultural e histórico de dicho Estado miembro a pesar de que estén situados en el territorio de otro 
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Estado miembro». 


3. Implicaciones de la doctrina del TJ] UE sobre la configuración de los beneficios fiscales para los 
bienes culturales 


La doctrina sentada por estas dos Sentencias del TJ UE, tanto en relación con la libre circulación de capitales como 
en relación con la libertad de establecimiento, consideramos que resulta de gran interés desde la perspectiva de 
los beneficios fiscales previstos por los distintos ordenamientos tributarios de los Estados miembros de la Unión 
Europea en relación con los bienes culturales. Y ello, destacadamente, respecto a las sucesiones internacionales 
en las que existan bienes culturales situados en distintos Estados miembros o en un Estado miembro distinto al de 
la residencia fiscal del contribuyente del impuesto que grava las sucesiones y donaciones de este tipo de bienes. 


En primer lugar, porque el TJUE declara la «excepción cultural» también en la materia fiscal, en la medida en que 
conecta —acertadamente desde nuestro punto de vista—, la existencia de los beneficios fiscales aplicables a los 
bienes culturales con la protección y conservación del patrimonio histórico y cultural propio de los distintos Estados 
miembros. En definitiva, los bienes culturales no son simples mercancías con valor económico sino que incorporan 
un valor cultural propio de los distintos pueblos y naciones mucho más importante que aquél, valor cultural que es 
necesario proteger en el ámbito de la Unión Europea y, en tal sentido, el instrumento fiscal es adecuado a tal fin, 
de forma que las exigencias del mercado común, tales como la libre circulación de capitales o la libertad de 
establecimiento, deben ceder frente al interés de los distintos Estados en la protección y conservación de su 
propio patrimonio cultural. En este sentido, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas no van a encontrar, 
en principio, obstáculos desde el ámbito del Derecho de la Unión Europea para potenciar y desarrollar el 
instrumento fiscal a través de los beneficios fiscales como herramienta idónea para fomentar la protección, 
restauración y conservación del patrimonio histórico y cultural propio. A tal fin, es legítimo vincular o conectar la 
aplicación de los beneficios fiscales establecidos en cada Estado a los bienes culturales situados en el territorio del 
respectivo Estado. Afirmación ésta que en un Estado compuesto y descentralizado como el nuestro, por las 
razones que hemos visto a lo largo de este trabajo, es trasladable al ámbito propio de cada una de las 
Comunidades Autónomas en relación con su propio patrimonio histórico y cultural. 


En segundo lugar y, tras afirmar la que hemos denominado «excepción cultural» en el ámbito de la fiscalidad de los 
bienes del patrimonio histórico y cultural propio de cada Estado, el TJUE da un importante paso en la línea de 
derribar fronteras entre los Estados miembros de la Unión Europea en la aplicación de la fiscalidad de los bienes 
culturales, lo que, sin duda, contribuye a la configuración de un espacio cultural europeo. Este paso consiste en 
exigir la aplicación de los beneficios fiscales aprobados por un Estado miembro en relación con los bienes 
integrantes de su patrimonio histórico y cultural también cuando dichos bienes se hallen situados fuera del 
territorio de dicho Estado, cuando tales bienes incorporen los valores propios que les hagan merecedores de 
pertenecer al patrimonio histórico y cultural de ese Estado. Esto es, so pena de vulnerar la libre circulación de 
capitales o la libertad de establecimiento en el ámbito de la Unión Europea, se supera la exigencia de territorialidad 
de los bienes culturales respecto a la aplicación de los beneficios fiscales establecidos por un determinado Estado 
en relación con dichos bienes. Se puede decir que el TJUE establece una excepción a la «excepción cultural» en el 
ámbito fiscal. Y ello es muy importante a la hora de delimitar el ámbito objetivo de la aplicación de los beneficios 
fiscales establecidos para la protección y conservación de los bienes culturales pues, por exigencias derivadas de 
las libertades comunitarias, dichos beneficios han de extenderse también a bienes situados fuera del Estado que los 
ha establecido siempre que tales bienes, desde un punto de vista histórico, artístico y cultural, formen parte del 
patrimonio histórico y cultural que se pretende proteger con tales medidas fiscales. 


Por lo tanto, en el caso español, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas, a la hora de regular los 
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beneficios fiscales que hemos analizado en el ámbito del ISD, deberán atender al concepto intrínseco de bien 
integrante del patrimonio histórico español o del patrimonio cultural de las Comunidades Autónomas, con 
independencia, a efectos de aplicar tales beneficios fiscales, de si los bienes en cuestión se hallan o no situados 
en el territorio del Estado español o en otro Estado miembro de la Unión Europea o, respecto a los bienes culturales 
autonómicos, con independencia de si los mismos se hallan situados en el territorio de la correspondiente 
Comunidad Autónoma o fuera del mismo, destacadamente, en otro Estado miembro. 


Consideramos que con estas dos sentencias de 18 de diciembre de 2014, a las que nos hemos estado refiriendo, el 
TJUE ha aclarado aspectos importantes respecto a la aplicación de los beneficios fiscales previstos en relación con 
los bienes culturales y que ello debe contribuir a una potenciación de la utilización del instrumento fiscal para la 
protección y conservación de los bienes culturales, tanto desde la perspectiva que abre la «excepción cultural» en 
el ámbito fiscal, como desde la perspectiva de extraterritorialidad en la aplicación de tales beneficios fiscales 
respecto a los bienes integrantes del patrimonio histórico y cultural propio que estén situados en otros Estados 
miembros. 


(1) Algunos datos relevantes extraídos de la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité 
Económico y Social Europeo, solventar los obstáculos transfronterizos derivados de los impuestos sobre sucesiones en la 
UE, aprobada el 15 de diciembre de 2011 (DOUE de 20 de diciembre de 2011), así lo ponen de manifiesto: el número 
de ciudadanos de la UE que reside en otro Estado de la Unión Europea (distinto al de su nacionalidad) es de 12,3 
millones en 2010; el número de casos potenciales de herencias transfronterizas está comprendido, por lo bajo, entre 
290.000 y 360.000 por año; los ingresos procedentes de los impuestos sobre sucesiones y donaciones (nacionales y 
transfronterizas) representan menos del 0,5% del total de ingresos tributarios de los Estados miembros de la UE. Sin 
embargo, desde el punto de vista individual del ciudadano afectado por un caso de sucesión transfronteriza el 
importe de la carga tributaria suele ser muy importante. 


Ver Texto 
(2) WATTÉ, N., «Droit international privée. Les successions internationales», Répertoire Notariale, t. XVII!, Liv. 3, 1992, p. 
44, 
Ver Texto 
(3) Vid., NAVEZ, E.J., (Director), La fiscalité des successions et des donations internationales. Théorie générale et applications 
en droit comparé, editions Bruylant. Groupe De Boeck, Bruxelles, 2011, pp. 22 y ss. 
Ver Texto 
(4) El Impuesto está regulado en la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y en 
el Reglamento de desarrollo de la misma, aprobado por el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre. 
Ver Texto 
(5) Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de 
las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de No Residentes y sobre el Patrimonio. 
Ver Texto 
(6) Como señala el art. 10.3) de la LOFCA, «la cesión será total si se hubiese cedido la recaudación correspondiente a la 


totalidad de los hechos imponibles contemplados en el tributo de que se trate. La cesión será parcial si se hubiese 
cedido la de alguno o algunos de los mencionados hechos imponibles, o parte de la recaudación correspondiente a un 
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tributo. En ambos casos, la cesión podrá comprender competencias normativas en los términos que determine la Ley 
que regule la cesión de tributos. » 


Ver Texto 


Como señalaba la Dirección General de Tributos en la contestación a la consulta V1951-11, de 1 de septiembre de 
2011, en relación con la donación entre no residentes de un bien de interés cultural situado en Córdoba, «por 
ausencia de punto de conexión con un determinado territorio autonómico, en los casos de obligación real de contribuir no 
resultará aplicable a los sujetos pasivos la normativa autonómica, por lo que la coincidencia entre base liquidable e imponible 
se producirá, salvo que proceda alguna de las excepciones previstas en el citado apartado 5 [art. 20.5) de la LISD]». Hemos 
de advertir que esta situación va a cambiar, como analizaremos posteriormente, respecto a la posibilidad de 
aplicación a los no residentes de la normativa aprobada por las Comunidades Autónomas, a raíz de la STJUE de 3 de 
septiembre de 2014, asunto C-127/2012, que enfrenta a la Comisión Europea contra el Reino de España en relación 
con la discriminación entre residentes y no residentes en el ISD, precisamente, por la posibilidad o no de aplicación de 
las reducciones reguladas por las Comunidades Autónomas. 


Ver Texto 


La Ley 22/2009 en su art. 28.1.b) dispone que se entenderá que un sujeto es residente en alguna de las CC.AA 
«cuando permanezcan en su territorio un mayor número de días: b) Del período de los cinco años inmediatos anteriores, 
contados de fecha a fecha, que finalice el día anterior al de devengo». Por tanto, la normativa aplicable será la de la 
Comunidad Autónoma en la que el sujeto hubiera residido por el tiempo indicado en este artículo. 


Ver Texto 


En este sentido, MORA LORENTE, M., Impuestos cedidos: implicaciones internas y comunitarias, Tirant lo Blanch- 
Universidad de Valencia, Valencia, 2004, p. 318; PEÑA ALONSO, J.L., «El ejercicio competencial de las Comunidades 
Autónomas en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: un debate abierto», en Revista Jurídica de Castilla y 
León, número extraordinario: La reforma de los Estatutos de Autonomía, 2004, p. 516. 


Ver Texto 


(10) TEJERIZO LÓPEZ, J.M., «El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones como tributo cedido a las Comunidades 
Autónomas», Boletín Informativo Tributario, núm. 175, 2014, p. 11. 
Ver Texto 
(11) Así, por ejemplo, en la STC 37/1981, STC 19/1987, STC 150/1990, STC 46/1991 y STC 14/1998. 
Ver Texto 
(12) Como ha destacado el Auto del TC 182/1986, «salvaguardada la identidad básica de derechos y deberes de los españoles, 
las cargas fiscales que deban soportar pueden ser distintas. [...] De ello se desprende que la radicación en una Comunidad 
Autónoma puede ser, obviamente, una circunstancia que justifique un tratamiento fiscal distinto al que se obtendría en otra 
Comunidad Autónoma». 
Ver Texto 
(13) Entre otras, en la STC 122/2012, STC 197/2012 y STC 96/2013. 
Ver Texto 
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En este sentido, VARONA ALABERN, J. E., «Razones constitucionales para la rehabilitación y la necesaria reforma del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones», Quincena Fiscal, núm. 16/2014, p. 7. 


Ver Texto 


La redacción de este artículo fue introducida por el art. 16 de la Ley de la Comunidad Valenciana 10/2006, de 26 de 
diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat. La 
Comunidad Autónoma de Valencia modificó este art. 12 bis mediante la Ley 7/2014, de 22 de diciembre, de medidas 
fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización de la Generalitat, con la finalidad de eliminar, 
precisamente, el requisito controvertido de la residencia fiscal en el territorio de la Comunidad Autónoma de Valencia 
para poder disfrutar de ciertos beneficios fiscales en el ámbito del ISD, que fue el que motivó la cuestión de 
inconstitucionalidad núm. 3337-2013, planteada por la Sección Séptima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo, consciente, quizá, de cuál iba a ser el veredicto del Tribunal Constitucional. 


Ver Texto 


(19) 


Grupo |: descendientes y adoptados menores de veintiún años. Grupo Il: descendientes y adoptados mayores de 
veintiún años, cónyuges, ascendientes y adoptantes. 
Ver Texto 


Así, por ejemplo, la cuestión de inconstitucionalidad que da lugar a la STC 60/2015 tiene su origen en un recurso de 
casación interpuesto contra la sentencia del TS] de la Comunidad Valenciana de 13 de junio de 2011 que 
desestimaba el recurso presentado por el demandante, quien consideraba que el art. 12 bis de la Ley 13/1997, de 23 
de diciembre, vulneraba los arts. 14 y 19 CE al condicionar la bonificación de la cuota del ISD a poseer la condición de 
residente en la Comunidad Valenciana, condición que él no tenía y le impedía disfrutar de la bonificación mientras que 
su madre y sus hermanos, residentes en esta Comunidad, sí podrían disfrutarla. 

Ver Texto 


En la doctrina, autores como LÓPEZ DÍAZ, A., «La amenaza del Derecho comunitario para ciertas deducciones 
autonómicas en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones», Quincena Fiscal, núm. 9/2009, p. 69 y ss., ya habían 
advertido de que la regulación que de algunas reducciones en el ámbito del ISD estaban haciendo las Comunidades 
Autónomas, condicionándolas a una vinculación de los bienes gravados o de las empresas al respectivo territorio 
autonómico estaría vulnerando la libre circulación de capitales en el ámbito de la UE, de acuerdo con la jurisprudencia 
del TJUE sobre la cuestión de la posible discriminación entre residentes y no residentes en el ámbito del ISD en los 
casos de sucesiones internacionales. 

Ver Texto 


El Tribunal Constitucional comienza por recordar el canon de constitucionalidad respecto al principio de igualdad, 
señalando que «lo que prohíbe el principio de igualdad es la creación de situaciones desiguales artificiosas o injustificadas, 
que no se apoyen en criterios objetivos y razonables, según juicios de valor generalmente aceptados. Ahora bien, para que 
sea constitucionalmente lícita la diferencia de trato, no sólo tiene que existir una justificación objetiva y razonable, sino que 
las consecuencias jurídicas que se deriven de tal distinción deben ser proporcionadas a la finalidad perseguida, de suerte 
que se eviten resultados excesivamente gravosos o desmedidos (entre otras, SSTC 255/2004, de 23 de diciembre, FJ 4; 
10/2005, de 20 de enero, FJ] 5; 295/2006, de 11 de octubre, FJ 5, y 83/2014, de 29 de mayo, FJ] 7).» Y, concreta respecto 
al principio de igualdad tributaria consagrado en el art. 31.1 de la CE que «dicho principio conlleva la prohibición en la 
concesión de privilegios tributarios discriminatorios, es decir, de beneficios tributarios injustificados desde el punto de vista 
constitucional que puedan constituir una quiebra del deber genérico de contribuir al sostenimiento de los gastos del Estado 
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(STC 96/2002, de 25 de abril, F] 7).» A partir de ahí, analiza la cuestión debatida, que se centra en la existencia o no 
de una finalidad constitucionalmente legítima que fundamente el trato diferenciado entre residentes y no residentes. 
Al respecto, la Comunidad Valenciana argumentó que se trataba del fin de proteger a la familia, pero a juicio del 
Tribunal Constitucional - y del Tribunal Supremo en la cuestión de inconstitucionalidad planteada en este asunto por 
Auto de 8 de mayo de 2013- la residencia no justifica la consecución de ese fin. El Tribunal Constitucional argumenta 
que si la finalidad es proteger a la familia directa del causante, deberá protegerse a cualquier miembro de la familia 
de éste independientemente de dónde tenga establecida su residencia. No estamos ante una situación en la que se 
otorgue un trato diferenciado permitido en atención a la autonomía de las CC.AA sino que la diferencia se introduce 
en una única norma aprobada por la Comunidad Autónoma Valenciana. La residencia se considera un elemento de 
diferenciación discriminatorio, pues trata a una misma categoría de contribuyentes de forma desigual por el simple 
hecho de residir en otro territorio. Por tanto el distinto tratamiento no queda justificado y se vulnera el principio de 
igualdad. 


Ver Texto 


La STJUE de 3 de septiembre de 2014 (Asunto C-127/2012, caso Comisión Europea vs. Reino de España) declara que 
la regulación del ISD en España vulnera el derecho de la UE por restringir la libre circulación de capitales, ya que 
permitía que se establecieran diferencias en el trato fiscal otorgado a las sucesiones y donaciones entre los 
causantes, causahabientes y donatarios que fuesen residentes fiscalmente en España y los que fuesen no 
residentes, así como un trato fiscal diferenciado entre las donaciones o adquisiciones análogas de bienes inmuebles 
en función de que estuviesen situados dentro o fuera de nuestras fronteras. 


Ver Texto 


Como señala la ST] UE de 3 de septiembre de 2014, aludida, «en el presente asunto es preciso observar que los arts. 32 
y 48 de la Ley 22/2009 prevén expresamente la posibilidad de que las Comunidades Autónomas establezcan cierto número 
de reducciones fiscales que sólo se aplican en caso de conexión exclusiva con el territorio de esas Comunidades. De ello 
resulta que la sucesión o la donación en la que intervenga un causahabiente o un donatario o un causante que no reside en 
el territorio español, o también una donación o una sucesión que tenga por objeto un bien inmueble situado fuera del 
territorio español, no podrá beneficiarse de esas reducciones fiscales, por lo que el valor de esa sucesión o esa donación se 
reducirá. » 


Ver Texto 


Como señala la STJUE de 3 de septiembre de 2014, «cuando una normativa nacional coloca en el mismo plano a efectos 
del impuesto sobre sucesiones y donaciones a los residentes y los no residentes, o a los bienes situados en el territorio 
nacional y los situados fuera de éste, esa normativa no puede, sin crear discriminaciones, tratar de manera diferente en el 
marco del mismo impuesto a esas dos categorías de sujetos pasivos o de bienes en lo que atañe a las reducciones 
fiscales.» 


Ver Texto 


Sobre ello, vid., MORENO GONZÁLEZ, S., «El tratamiento fiscal de los no residentes en el Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones: una reforma necesaria a la luz del Derecho de la Unión Europea», Crónica Tributaria: Boletín de 
Actualidad, núm. 4/2010, pp. 11 y ss.; RIBES RIBES, A., «La tributación sucesoria de los no residentes en España a la 
luz de la doctrina del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas», Revista Técnica Tributaria, núm. 88, 2010, pp. 
93 y ss.; MARTÍN ROMÁN, J.; DEL BLANCO GARCÍA, A., «La problemática de las sucesiones transfronterizas en 
Europa», Crónica Tributaria, núm. 151, 2014, pp. 115 y ss. 


Ver Texto 
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Este principio ha sido afirmado desde la primera de las sentencias emitidas sobre la cuestión, la STJUE de 11 de 
diciembre de 2003, Barbier, C-364/2001 hasta alguna de las últimas sentencias pronunciadas sobre ello como la 
STJUE de 19 de julio de 2012, Scheunemann, C-31/2011 o la STJUE de 3 de diciembre de 2014 relativa al ISD español. 

Ver Texto 


Así, por citar alguno de los casos más significativos, en la STJUE de 10 de febrero de 2011, Missionwerk, C-25/2010, 
sobre normativa del ISD de Bélgica en la que no se permite aplicar el tipo reducido del 7% en el ISD a las entidades 
sin ánimo de lucro cuando éstas sean beneficiarias de una herencia si su establecimiento no está en un Estado 
miembro en el que el causante ni residió efectivamente ni trabajó, quedando, en consecuencia, gravada esta 
herencia al tipo marginal del 80%, mientras que si se da alguna de esas circunstancias —entidad sin ánimo de lucro 
situada en el Estado de residencia del causante o en un Estado en el que el causante hubiese trabajado— el tipo 
aplicable sería el reducido del 7%. Igualmente, en la STJUE de 31 de marzo de 2011, Schróder, C-450/2009, respecto 
a la regulación alemana del ISD que discrimina entre los residentes y los no residentes (obligación personal y 
obligación real de contribuir, respectivamente), respecto a la posibilidad de deducir de los rendimientos del capital 
inmobiliario en el IRPF las cargas derivadas de un anticipo de herencia, en concreto, una pensión de 1000 euros 
mensuales ligada al anticipo de herencia. En el caso, la madre del Sr. Schróder le transmite un bien inmueble como 
anticipo de herencia reservándose un derecho de usufructo vitalicio que es sustituido por una pensión vitalicia de 
1.000 euros mensuales. Al no ser el Sr. Schróder residente en Alemania sino en Bélgica no se le permite deducir el 
importe de esta pensión, mientras que a su hermano, que sí es residente, sí que se le permite por un anticipo de 
herencia similar. El Tribunal considera esta discriminación contraria a la libre circulación de capitales, ya que 
desincentiva realizar anticipos de herencia a favor de personas no residentes en Alemania. 


Ver Texto 


Esta modificación se ha llevado a cabo a través de la Disposición Final 3.2 de la Ley 26/2014, de 27 de noviembre, 
por la que se modifican la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el 
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2004, de 5 de marzo, y otras normas tributarias. 


Ver Texto 


En la misma se plantea la cuestión de si resulta aplicable un beneficio fiscal previsto en el impuesto que grava la 
renta de las personas físicas ligado a determinados gastos relativos a bienes integrantes del Patrimonio Histórico 
Nacional cuando tales bienes no están situados en el territorio del Estado que ha establecido estos beneficios 
fiscales. 


Ver Texto 


Como ha señalado RAMOS PRIETO, J., «La protección del patrimonio cultural a través del sistema tributario: análisis 
de la experiencia española», en PEINADO HERREROS, M.A. (Coord.), | Congreso Internacional «El patrimonio cultural y 
natural como motor de desarrollo: investigación e innovación», edición de la Universidad Internacional de Andalucía, 
Sevilla, p. 550, «se imponen así unas restricciones subjetivas que pueden tener sentido para la reducción por 
transmisión inter vivos de una empresa individual, de un negocio profesional o de participaciones en entidades del 
donante, pero que no se comprenden muy bien en este supuesto». 

Ver Texto 


En este sentido se ha manifestado GARCÍA NOVOA, C., «El futuro del Impuesto sobre Sucesiones y Patrimonio: 
apuntes para una reflexión (11)», RevistaBolsa de Madrid, núm. 134, 2004, pp. 77-79. En contra de esta opinión se 


Portal de Revistas 29/09/2015 


$3. Wolters Kluwer Revistas 


222 


manifiesta GARCÍA DE PABLOS, J.F., El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: problemas constitucionales y 
comunitarios, Aranzadi-Thomson Reuters, Cizur Menor, 2009, pp. 20 y 21, que considera que sí existe aumento de la 
capacidad económica en las transmisiones lucrativas entre familiares cercanos. 

Ver Texto 


Como recoge RAMOS PRIETO, J., «La protección del patrimonio...», cit., p. 543 y ss., en el ejercicio de sus 
competencias todas las Comunidades Autónomas han aprobado leyes propias en la materia, que recogen categorías 


de protección diferenciadas de las estatales. 
Ver Texto 


El art. 26.4) de la LPHE se remite para la fijación de estas cuantías a una norma reglamentaria, que, en este caso, es 
el Real Decreto 111/1986, cuyo art. 26 recoge las indicadas cuantías. 


Ver Texto 


(32) 


Como explica PEDREIRA MENÉNDEZ, J., Beneficios e incentivos fiscales del patrimonio cultural, Aranzadi, Cizur Menor, 
2004, «el hecho de que esta exención afecte a bienes de escaso valor se debe a que los que superen dichas 
cuantías deberán haber sido puestos en conocimiento de la Administración cultural a los efectos de su inclusión en el 
Inventario General. Por tanto, la norma tiene un efecto estimulador evidente, si un determinado bien supera dichos 
importes y quiere disfrutar de algún beneficio en este impuesto deberá obtener la declaración de BIC o bien 
inscribirse en el Inventario General, lo que le permitirá acogerse a la exención prevista en el número uno del art. 4 de 
la LIP». 


Ver Texto 


(34) 


FUNDACIÓN ARTE Y MECENAZGO, Informe sobre el estatuto jurídico tributario del coleccionista en España y posibles 
medidas que contribuyan a su promoción, Barcelona, 2014, p. 55 y 56. 
Ver Texto 


A tal efecto, el art. 19 de la LIP considera como objetos de arte las pinturas, esculturas, dibujos, grabados, litografías 
u otros análogos, siempre que en todos los casos, se trate de obras originales; y considera como antiguedades los 
bienes muebles, útiles u ornamentales, excluidos los objetos de arte, que tengan más de cien años de antigúedad y 
cuyas Características originales fundamentales no hubieran sido alteradas por modificaciones o reparaciones 


efectuadas durante los cien últimos años. 
Ver Texto 


Y ello, como explica GARCÍA LUIS, T., «Una visión general del régimen impositivo del Patrimonio Histórico Español», en 
AA. VV., Estudios de Derecho Financiero y Tributario en homenaje al profesor Calvo Ortega, Tomo |, Lex Nova, Valladolid, 
p. 1256, porque en virtud del art. 9.4 de la LPHE no podrá ser declarada bien de interés cultural la obra de un autor 
vivo, salvo si existe autorización expresa de su propietario o media su adquisición por la Administración. 

Ver Texto 


En este sentido, la DGT en la contestación a la consulta número V1938-08, de 27 de octubre de 2008, respecto a la 
donación de tres cuartas partes indivisas de un Conjunto Histórico incluido en el Inventario del Patrimonio Cultural de 
Asturias, ha señalado que «tratándose de la donación a favor de su hija de la participación en la propiedad que en dicho 
inmueble tiene en donante, procederá la aplicación de la reducción del 95% en la base imponible del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones en los términos previstos en el art. 20.7 de la Ley 29/1987.» 
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Ver Texto 


(41) 


Vid., FUNDACIÓN ARTE Y MECENAZGO, Informe sobre el estatuto jurídico tributario... cit., p. 56. 
Ver Texto 


Así lo establece la DGT en la contestación a la consulta número V1405-06, de 10 de julio de 2006, en la que indica 
que «en caso de adquisición mortis causa y posterior enajenación de uno o más bienes del Patrimonio Histórico a los que se 
refiere el artículo, apartado y letra reproducido [art. 20.2.c) de la LISD], no se infringirá el requisito de permanencia si el 
importe de la enajenación se reinvierte de forma inmediata en bienes de igual naturaleza de los comprendidos en los 
apartados uno, dos o tres del art. 4 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, aun cuando 


hubiesen sido adquiridos con anterioridad a la transmisión. » 
Ver Texto 


Vid., contestación de la DGT a la consulta número V1405-06, de 10 de julio de 2006. 
Ver Texto 


En este sentido, la FUNDACIÓN ARTE Y MECENAZGO, Informe sobre el estatuto jurídico tributario del coleccionista... cit., 
pp. 56 y 57, propone que se introduzca en el ámbito del ISD la posibilidad de vender durante el período de obligado 
mantenimiento de los bienes culturales a miembros del grupo familiar sin perder el beneficio fiscal, a fin de que no se 
produzca la dispersión de la colección de obras de arte fuera del ámbito familiar y de limitar lo menos posible las 


facultades de disposición de los adquirentes. 
Ver Texto 


Como explica DE LA PEÑA AMORÓS, M. M., Las competencias normativas de las Comunidades Autónomas en los tributos 
cedidos, Universidad de Murcia, 2005, p. 151 y ss., inicialmente, la atribución de competencias normativas a las 
Comunidades Autónomas en el ámbito del ISD indicaba respecto a las reducciones reguladas por el Estado que las 
Comunidades Autónomas podrían establecer unas reducciones análogas, lo cual generó ciertas dudas interpretativas 
debido a lo ambiguo del término análogo, de forma que no estaba clara cuál era la intención del Legislador. A partir 
de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema 
de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y ciudades con estatuto de autonomía, la 
redacción del precepto se hace más clara, al añadir que las Comunidades Autónomas podrán mejorar las reducciones 
reguladas por el Estado, en redacción similar a la contenida actualmente en su sucesora, la Ley 22/2009 citada. 

Ver Texto 


Como destaca DE LA PEÑA AMORÓS, M. M., Las competencias normativas... cit., p. 152, «en ningún caso se podrán 
minorar las reducciones contenidas en la regulación estatal, ni tan siquiera podrán las Comunidades Autónomas 
establecer requisitos adicionales para su aplicación que supongan una minoración en cuanto al ámbito de sujetos que 


se beneficien de la citada medida». 
Ver Texto 


En la contestación de la DGT a la consulta número V1545-11, de 15 de junio de 2011, señala que «en la medida en 
que la regulación contenida en el art. 25 de la Ley catalana 19/2010, de 7 de junio, ha omitido un supuesto de 
reducción estatal y esta tiene el carácter de mínimo, en el concreto caso que plantea el escrito de consulta será 
procedente la reducción estatal al cumplirse los requisitos previstos en el párrafo antes reproducido.» Se planteaba 
en este caso a la DGT la cuestión de la conformidad con la Ley 22/2009 de la regulación de la reducción llevada a 
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cabo por la normativa de la Comunidad Autónoma de Cataluña. El problema estribaba en que el art. 25 de la Ley 
19/2010, de 7 de junio, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, dictada por la Comunidad Autónoma de 
Cataluña dejaba fuera del ámbito de la reducción los bienes culturales de interés local incluidos en el Catálogo del 
Patrimonio Cultural Catalán conforme a la Ley 9/1993, de 30 de septiembre, reguladora de éste, categoría de bienes 
culturales que, como ya había tenido ocasión de analizar la propia DGT en la contestación a la consulta número 
V1739-08, de 26 de septiembre de 2008, estaría incluida en el ámbito de la exención del IP y, por tanto, también de 
la reducción del 15D. 

Ver Texto 


Así, las Comunidades Autónomas de Cataluña, Cantabria, Valencia, Canarias, Baleares, Madrid y Castilla-León. 
Ver Texto 


La Comunidad Autónoma de Canarias ha fijado el porcentaje de la reducción en el 97%, de acuerdo con lo dispuesto 
en el art. 23 del Texto Refundido aprobado por Decreto Legislativo 1/2009, medida que fue introducida por el art. 46 
de la Ley autonómica 4/2012, y que entró en vigor el 1 de julio de 2012. La Comunidad Autónoma de Baleares 
también ha incrementado el porcentaje de la reducción, fijándolo en el 99%, pero restringiendo su aplicación 
exclusivamente a los bienes que formen parte del Patrimonio histórico o cultural de las Islas Baleares, según lo 
dispuesto en el art. 29 del Texto Refundido aprobado por Decreto Legislativo 1/2014, regulado por primera vez en el 
art. 9 de la Ley 22/2006, por tanto, en vigor desde 2007. 

Ver Texto 


Según lo dispuesto en el art. 5.4) del Texto Refundido aprobado por el Decreto Legislativo 62/2008. 
Ver Texto 


Así, por ejemplo, en Cataluña, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 25 y 26 de la Ley 19/2010 respecto a las 
herencias de bienes culturales de interés nacional y bienes muebles catalogados del Patrimonio Cultural Catalán y 
bienes del Patrimonio Histórico o Cultural de otras Comunidades Autónomas y en los arts. 50 y 51 de la citada Ley 
19/2010, respecto a las donaciones de ese tipo de bienes; también, Canarias (art. 23 del Texto Refundido aprobado 
por Decreto Legislativo 1/2009); Madrid (art. 21.3 del Texto Refundido aprobado por Decreto Legislativo 1/2010) y 
Baleares (arts. 29 y 30 del Texto Refundido aprobado por Decreto Legislativo 1/2014, respecto a las herencias, y arts. 
46 y 47 del mismo, respecto a las donaciones). 

Ver Texto 


De acuerdo con lo dispuesto en los arts. 25 y 26 de la Ley 19/2010. 
Ver Texto 


Según lo señalado en el art. 10.Dos.2.2 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, por la que se regula el tramo 
autonómico del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y restantes tributos cedidos. El porcentaje de la 
reducción será del 25% para cesiones superiores a 5 años, del 50% para cesiones superiores a 10 años y del 95% 
para cesiones superiores a 20 años. A tal efecto, la cesión ha de hacerse a favor de la Generalitat Valenciana, de las 
Corporaciones Locales de la Comunidad Autónoma, Museos de titularidad pública de la Comunidad Valenciana y otras 
instituciones culturales dependientes de los entes públicos territoriales de la Comunidad Autónoma. 

Ver Texto 


Está regulada en el art. 14 del Decreto Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, que aprueba el Texto Refundido de 
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las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos. 
Ver Texto 


Esta reducción está sujeta a una serie de requisitos previstos en el art. 28 bis del Texto Refundido aprobado por el 
Decreto Legislativo 1/2014, introducido por la Disposición Final Segunda. 8 de la mencionada Ley 3/2015, que entró 


en vigor el 29 de marzo de 2015. 
Ver Texto 


Como explica el TJUE, el art. 1 de la Natuurschoonwet de 1928 (Ley de conservación del patrimonio natural de 1928), 
define «finca rústica» como un bien inmueble situado en los Países Bajos, ocupado total o parcialmente por espacios 
naturales, bosques u otros recursos forestales —incluidos aquellos en los que se haya construido una casa de campo 
u otras edificaciones adecuadas al carácter de la finca— en la medida en que la conservación del bien inmueble en su 


aspecto característico resulte esencial para mantener el patrimonio natural. 
Ver Texto 


Como señala el Tribunal, «dado que disposiciones nacionales como las controvertidas en el litigio principal supeditan la 
aplicación de una exención del impuesto sobre donaciones al requisito de que el bien inmueble de que se trate se halle en el 
territorio nacional, la mayor carga fiscal impuesta a la donación realizada por un residente en un Estado miembro cuando 
dicha donación se refiera a un inmueble situado en otro Estado miembro constituye una restricción a la libre circulación de 


capitales». 
Ver Texto 


(54) 


Como recuerda la STJUE de 18 de diciembre de 2014, a la que nos venimos refiriendo, «el Tribunal de Justicia ya ha 
tenido la ocasión de declarar, en lo que concierne a los impuestos sobre sucesiones, que el hecho de supeditar la concesión 
de ventajas fiscales al requisito de que el bien transmitido esté situado en el territorio nacional constituye una restricción a 
la libre circulación de capitales prohibida, en principio, por el art. 63 TFUE, apartado 1 (véase la sentencia Jáger, C- 
256/2006).» En lo que atañe a las donaciones, continúa el Tribunal, «las medidas que provocan una disminución del 
valor de la donación realizada por un residente en un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio se encuentran los 
bienes afectados y que sujeta a tributación la donación de éstos, constituye igualmente una restricción (véase la sentencia 


Mattner)». 
Ver Texto 


(57) 


El Tribunal puntualiza que esta comparabilidad ha de efectuarse a la luz del objetivo y del contenido de la normativa 
nacional controvertida en el litigio principal, como se señaló en la STJUE X Holding, dictada en el asunto C-337/2008. 
Ver Texto 


Como señala la STJUE de 18 de diciembre de 2014, tantas veces referida, el objetivo perseguido por la bonificación 
fiscal prevista en el ISD es el de «conservación del patrimonio natural nacional que engloba el objetivo de conservación del 


patrimonio cultural e histórico. » 
Ver Texto 


Sobre ello, vid., ÁLVAREZ FERNÁNDEZ, T., El espacio cultural europeo. Especial referencia a la regulación europea de la 
cultura y su relación con el mercado interior, Cuadernos de Derecho de la Cultura, núm. 3, Instituto Interuniversitario 
para la Comunicación Cultural UC3M-UNED, Madrid, 2013, pp. 12 y ss. (disponible en  e-archivo: 
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http: //hdl.handle.net/10016/17854). 


Ver Texto 


Como ha destacado BECERRIL ATIENZA, B., «El mercado interior de la cultura: la libre circulación de bienes culturales 
en la Unión Europea», en FERNÁNDEZ LIESCA, C. R.; PRIETO DE PEDRO, J., (Directores), Cultura y comercio en la 
comunidad internacional, Colección Escuela Diplomática, núm. 13, Madrid, 2007, p. 62, «el sistema diseñado por el 
Derecho comunitario permite que en ocasiones el interés cultural predomine sobre el mercado y se mantengan 
vigentes o se aprueben normas que restringen el mercado con fines culturales. » 


Ver Texto 


Señala, al respecto, la STJUE que «habida cuenta del objetivo perseguido por la normativa nacional controvertida, no 
puede considerarse que un sujeto pasivo que tenga la intención de donar un "langoed” que incluya una "residencia" se halle 
en Una situación objetivamente comparable a la de un sujeto pasivo que pretenda, como en el litigio principal, donar una 
finca situada en el territorio de otro Estado miembro, aún cuando ésta incluya monumentos protegidos en virtud de la 
normativa aplicable en este último Estado miembro. En efecto, dado que la bonificación fiscal controvertida en el litigio 
principal pretende conservar la integridad de ciertas fincas pertenecientes al patrimonio cultural e histórico nacional, la 
desventaja resultante para un sujeto pasivo que se halle en la segunda de las situaciones descritas es inherente al objetivo 
perseguido por el legislador neerlandés. » 


Ver Texto 


STJUE de 18 de diciembre de 2014, asunto C- 133/2013. 


Ver Texto 


(62) 


Como señala la STJUE de 18 de diciembre de 2014, C- 87/2013, en circunstancias como las del contribuyente, «que no 
tiene su domicilio en los Países Bajos pero ha optado por el régimen fiscal de los residentes puesto que ejerce toda su 
actividad en dicho Estado miembro, esta normativa supone una diferencia de trato entre sujetos pasivos que habitan en un 
monumento histórico en función de si su lugar de residencia se halla en el territorio nacional o no.» 


Ver Texto 


Para la STJUE que comentamos «el hecho de reservar exclusivamente a los propietarios de monumentos situados en el 
territorio nacional el beneficio de una ventaja fiscal cuya finalidad es preservar el patrimonio cultural e histórico de los Países 
Bajos es inherente al objetivo perseguido por el legislador nacional». 


Ver Texto 
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3. Wolters Kluwer Revistas 
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